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MIEMBROS: Señoras Representantes Sonia Cayetano y Laura Tassano y señores Representantes 
Pablo D. Abdala, Andrés Carrasco Briozzo, Gonzalo Civila, Oscar De los Santos, 
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INVITADO: Señor Secretario de Derechos Humanos de Presidencia de la República, doctor Javier 
Miranda. 
SECRETARIA: Señora Ma.Cristina Piuma Di Bello. 


PROSECRETARTIA: Señora Lourdes E. Zícarl. 


SEÑORA PRESIDENTA (Macarena Gelman).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión Especial de Población y Desarrollo da la bienvenida al señor secretario de Derechos Humanos 
de la Presidencia de la República, doctor Javier Miranda, a quien agradecemos que haya respondido a nuestra 
invitación. 


El señor diputado Pablo Abdala va a desarrollar en mejor detalle el motivo de la convocatoria, pero tiene 
relación con los ciudadanos sirios que se encuentran en nuestro país y con la eventual venida de otro 
contingente. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- En primer lugar, me sumo a la bienvenida al doctor Javier Miranda, y le 
agradezco mucho su comparecencia en la mañana de hoy. Propusimos la idea de generar esta instancia 
-que fue acogida y aprobada por la Comisión Especial de Población y Desarrollo- porque el organismo 
que él encabeza, que es la Secretaría de Derechos Humanos, está abocado desde hace ya un tiempo a la 
administración del programa de reasentamiento de las familias sirias, un tema singularmente 
trascendente, que por cierto tiene distintas aristas vinculadas con la cuestión de los derechos humanos 
de los refugiados. 


Siempre reitero que hemos dado a ese programa y a esa idea una suerte de apoyo crítico o entendimos las 
razones que originalmente impulsaron al Gobierno a desarrollar ese proceso, que no ha estado exento de idas 
y de venidas, de circunstancias y de imprevistos -como es notorio-; ya hemos analizado esto hace algunos 
meses con el propio doctor Miranda no en esta comisión sino en la de Derechos Humanos. 


En función de eso, nos parecía necesario -a la luz de algunos episodios recientes y algunos trascendidos o 
eventualmente anuncios del Poder Ejecutivo- actualizar la información en el entendido de que la misma será 
de primera mano. 


Con el doctor Miranda hemos establecido una relación muy cordial y ha sido muy solícito con el Parlamento 
cada vez que lo hemos requerido. En particular, con nuestro partido político ha mantenido y mantiene una 
relación cordial, no exenta de generosidad de su parte en función de que recientemente -por ejemplo- hemos 
celebrado con él, en la Casa del Partido Nacional, el Día Internacional de los Derechos Humanos. Me parece 
importante destacar y subrayar esto. 


Simplemente, quiero dejar planteadas dos o tres preguntas que son de nuestro interés, sin perjuicio de toda la 
información adicional que el doctor Miranda entienda pertinente proporcionar a la comisión. 


Está claro que el programa de reasentamiento de familias sirias ha tenido dos fases. La primera con la llegada 
del primer contingente, que se produjo en octubre de 2014, y la segunda, que estaba previsto aconteciera 
antes de fines de este año, en función de lo cual llegaría una segunda tanda de familias sirias al país. 


Hace pocos días trascendió -creo que fue un anuncio de parte del Canciller Nin Novoa- que esta segunda 
etapa o fase del programa se suspendería o postergaría -no sé cuál es la calificación correspondiente-; creo 
que la palabra correcta es postergación, pero eso lo dirá el doctor Miranda. Quisiera saber si esto es así y cuál 
es el estado de situación actual, si se manejan plazos, fechas, si está suspendido de manera indefinida o si, 
eventualmente, está suspendido de manera definitiva. Esa es la primera consulta concreta que quisiéramos 
formular. 


Como no es conveniente guiarse por trascendidos, voy a hacer este planteo. Se dijo por parte de fuentes - 
como suelen invocar los medios de comunicación-, supuestamente bien informadas, que la motivación del 
Gobierno, entre otras cosas, tenía que ver con la circunstancia de que los episodios trágicos vividos 
recientemente en París han generado una enorme sensibilidad a nivel de la población mundial y, por lo tanto, 
también a nivel de la población nacional, entre otras cosas porque en esos atentados -como es sabido- 
participó un refugiado sirio o más de uno. No hay por qué establecer una relación directa entre aquellos 
refugiados y estos, pero esas razones de sensibilidad se han invocado y quisiera saber si efectivamente han 
motivado esa decisión. 


Ya que estamos, con relación al segundo contingente -si llegara a concretarse algún día-, últimamente se 
manejó que el propósito del Gobierno era no incurrir en algunos errores que se cometieron en la primera 
etapa, por lo tanto, el propósito sería alojarlos en distintos puntos del territorio nacional, no concentrar a 
todos los que vinieran en un mismo lugar -como pasó la primera vez-, y que para eso se estaba pensando en 
un convenio o en un acuerdo con el Instituto Nacional de Colonización para asignar tierras a esas familias. 
Quiero saber si eso es así y en qué condiciones se está manejando, si es que ya está más o menos definido. 
Eso con relación a este asunto. 


Aprovecho para hacer algunas consultas con relación a lo anterior, es decir, al primer contingente. Todos 
recordamos bien que hace algunos meses -creo que en el mes de setiembre; el tiempo pasa muy rápido y uno 
pierde un poco las referencias temporales- se produjo una manifestación importante que a todos nos 
preocupó, que motivó la intervención directa del doctor Miranda por parte de las familias que vinieron al 
país, que acamparon en la plaza Independencia, en inmediaciones de la Torre Ejecutiva. Eso se conjuró, se 
resolvió, pero me interesaría saber en qué situación estamos, porque esa manifestación tenía que ver con una 
expresión de disconformidad, de insatisfacción de parte de las familias en cuanto a que los ingresos no les 
resultaban suficientes, las condiciones de vida no eran satisfactorias y reclamaban su salida del país. Quisiera 
saber en qué situación estamos con respecto a las primeras cinco familias. 


Voy terminando, señora presidenta. Hubo un episodio muy sonado, violento, desagradable y complicado con 
el jefe de la familia siria que está alojada en Juan Lacaze que recientemente -creo que en el mes de octubre o 
principios de noviembre- agredió a funcionarios de Acnur que estaban visitando el país. Allí se produjo un 


incidente de violencia muy complicado que motivó, obviamente, la intervención de las autoridades, que se le 
suspendiera la prestación monetaria que perciben estas familias en función de lo que establece el programa. 


Ya que estamos -y para ser lo más económico posible a la hora de formular los planteamientos- me 
interesaría conocer, estrictamente a título informativo, el monto de la prestación y cuál es el plazo, pues tengo 
entendido de que es hasta dos años, por la duración del programa. No sé muy bien si ello es así; si fuere así, 
quisiera saber cuándo estaría venciendo ese plazo con relación a los que ya vinieron. 


Estas son las preguntas iniciales y, reitero el agradecimiento al doctor Miranda por su presencia en la mañana 
de hoy. 


SEÑOR MIRANDA (Javier).- En primer lugar, quiero agradecer la invitación al Parlamento, 
especialmente a la señora presidenta que, tenerla como presidenta, es un gusto -sépalo- pues nos une 
mucha historia en común. 


En segundo término, pido disculpas porque, en realidad, hace un mes que debía haber venido aquí y tuve que 
aplazar esa presencia; ya no recuerdo cuál fue el motivo. De todas formas, me disculpo con la comisión. 


Quiero insistir en una cuestión que hemos planteado reiteradamente en conversaciones ante distintas 
comisiones: creo que es absolutamente fundamental la colaboración permanente con el Poder Legislativo en 
su función de información y de preocupación. En ese sentido, quiero ratificar la voluntad de la Secretaría de 
Derechos Humanos de la Presidencia de la República por colaborar ampliamente. A las expresiones del señor 
diputado Abdala en el sentido de agradecer a este secretario por su participación, respondo que no hago más 
que cumplir la función, pues creo que realmente es lo que se debe hacer. 


En cuanto a las cinco preguntas que planteaba recién el señor diputado Abdala, efectivamente el Poder 
Ejecutivo ha decidido aplazar -más adelante precisaremos este término- la llegada de un segundo 
contingente. Esto fue informado por el señor ministro de Relaciones Exteriores públicamente hace unos 
quince o veinte días. En efecto, no va a venir el segundo contingente como se había previsto. 


Este segundo contingente estaba conformado por siete familias que ya habían sido determinadas en las 
entrevistas mantenidas en Beirut en agosto de 2014. La llegada de este contingente se fue aplazando, pues 
primero llegarían en febrero de 2015, se postergó, se manejaron otras fechas y, finalmente, el último trimestre 
del 2015, y en este momento hemos decidido aplazarlo y no tenemos fecha prevista. Esto fue comunicado a 
Acnur -Alto Comisionado de Naciones Unidas para Refugiados- para que estas familias tuvieran la 
oportunidad de buscar otros lugares de reasentamiento. Me consta que el Alto Comisionado ya lo está 
haciendo, según las comunicaciones que hemos mantenido. 


No tenemos plazo para retomar este asunto. Además, esto se engarza con un proceso de revisión -quiero ser 
cauto en las expresiones- de la política de refugio y reasentamiento en el Uruguay. El canciller de la 
República así como algunas otras autoridades ministeriales han planteado a la Secretaría la necesidad de 
rever esa política. Realmente nosotros tenemos una excelente ley de refugio y reasentamiento, además de una 
buena relación con Acnur y buenos convenios en materia de reasentamiento. Además, de la experiencia de 
estas cinco familias, hay que tener en cuenta que el proceso de refugio y reasentamiento en el Uruguay exige 
que ajustemos. Insisto en que no creo que el marco legislativo deba sufrir una modificación sustancial pero sí 
en términos operativos. 


Estamos iniciando un proceso -que ya lleva más de dos meses- de diálogo con la Comisión de Refugiados -la 
CORE-, que en este momento es el órgano conductor de la política de refugio y reasentamiento en Uruguay y 
con otros actores relevantes, particularmente ministeriales, tanto para revisar el texto legislativo como la 
institucionalidad que rige la política de refugio y reasentamiento en el Uruguay, en especial, un protocolo de 
actuación específico. 


Acá hay que resolver cuestiones muy prácticas. Cuando una persona llega a cualquiera de nuestras fronteras 
y pide refugio, ¿cómo se actúa a partir de ese momento y cómo se desarrolla una política pública que implica 
oportunidades laborales y de vivienda? Salud y educación no son los problemas mayores, pero todo eso 
implica un protocolo de actuación, inclusive la obtención de documentación. Por supuesto que tiene que 


realizarse una evaluación del Estatuto de Refugiados, es decir, si se otorga o no el estatus de refugiado. Todo 
eso debe especificarse. Esta decisión se inserta dentro de ese marco de volver a mirar la política de refugio. 


Hace un rato decía que quiero ser cauteloso en la forma de expresarme, porque no se trata de refundar la 
política de refugio y reasentamiento en Uruguay; se trata de revisarla, de volverla a mirar para ajustarla. No 
es que vamos a cambiar todo y vamos a empezar de nuevo como si nada hubiera pasado; de ninguna manera, 
pero parece necesario un protocolo de actuación en previsiones presupuestales. El horizonte que nos hemos 
trazado en el plan de trabajo es tener una propuesta concreta para junio de 2016. La fecha obedece al cierre 
de la rendición de cuentas y el balance de ejecución presupuestal por parte del Poder Ejecutivo. 


Las políticas de refugio y reasentamiento tienen implicancias institucionales pero también presupuestales, y 
tiene que haber previsión presupuestal específica. Entonces, estamos esperando una propuesta concreta a 
nivel del Poder Ejecutivo, y parece natural que se incluya en el proyecto de rendición de cuentas que vendrá 
al Parlamento. 


La segunda pregunta se refería a la motivación de este aplazamiento de la venida del segundo contingente. 


Los episodios de París -sin duda condenables y absolutamente preocupantes- no fueron un motivo que 
condicionara la decisión del Poder Ejecutivo. Sin duda, preocupa el tema de refugio y de reasentamiento, 
pero el tema migratorio en general también tiene implicancia en la seguridad pública. En su momento, 
tomamos medidas de seguridad pública en el sentido de controlar y, de alguna manera, tener información 
relevante sobre las personas eventualmente a reasentar en territorio uruguayo, pero reitero que no fueron los 
episodios de París los que motivaron esta situación. Eso no quiere decir que no se haya tenido en cuenta la 
situación internacional que, sin duda, está incidiendo en nuestro país, para que seamos capaces de acoger un 
mayor número de refugiados o de reasentados. Creo que la presión se está ejerciendo en toda la región, no 
solo en Uruguay. Es notorio que Chile empieza a desarrollar un nuevo proceso de reasentamiento sumamente 
interesante. Me consta que Paraguay está particularmente interesado en este proceso, y Argentina estaría 
abriendo un proceso de similares características. 


El traslado de personas migrantes a territorio europeo vía Grecia, Italia, etcétera, no solo de personas 
desplazadas por el conflicto sirio -que, sin duda, son fundamentalmente ellas- sino también hay un gran 
contingente de eritreos, de República Centroafricana, en fin, es un fenómeno migratorio muy fuerte que está 
impactando enormemente en Europa. Hay algunas políticas europeas que también ponen alertas: límites al 
ingreso o vía franca para que lleguen a otros países. Precisamente, la República alemana hoy tiene serias 
dificultades en esta materia; Hungría ha tomado algunas medidas de limitación; Macedonia ha abierto, 
aparentemente, las fronteras, y Turquía juega un papel clave. Todo está incidiendo en la política europea en 
materia migratoria y también en la Unión Europea, pero también directamente en las personas que están aquí. 


Aquella sensación que tuvimos a mitad de este año de voluntad de trasladarse, no era por irse de Uruguay en 
contra de Uruguay -que, por supuesto, esas cosas aparecen- sino de ir a Europa, concretamente a Alemania, 
aunque en algún caso a Gran Bretaña. El panorama de la migración y las dificultades que se empiezan a 
encontrar en ese desplazamiento -porque en un momento se abren las fronteras-, alientan a pensar: “Ahora se 
puede entrar a Europa”. La realidad que se empieza a vivir en Europa, entre el flujo masivo de personas 
migrando -que están en contacto con familiares, conocidos o amigos que viven allí-, es que comienzan a 
verse las dificultades existentes, lo que detiene ese ánimo de ir y preguntarse: ¿Iremos a Europa? ¿Para qué? 
¿Tendremos posibilidades reales? ¿Vamos a estar mejor o vamos a estar peor? 


El contexto internacional influye en nuestra decisión pero, sobre todo, en nuestra capacidad de gestión del 
proyecto. 


Lo que el señor diputado Abdala señalaba acerca de errores en la primera etapa, sin duda que los hemos 
cometido, y lo digo categóricamente. Esto no es una autoflagelación ni cosa por el estilo; es reconocer 
nuestra falta de experiencia. Si bien hubo planificación, la realidad siempre es mucho más rica que la 
planificación y obliga a realizar ajustes y, en particular, creo que han incidido algunas variables. 


Voy a contestar la tercera pregunta, pero la vinculo con la segunda. El fenómeno de la presencia en la plaza 
en agosto produjo un cambio cualitativo importante. Fue una manifestación que preveíamos que podía 
suceder. Quince días antes de esta situación estuve reunido con cuatro de las cinco familias. En aquel 


momento eran cuatro, porque una de ellas estaba en Estambul; era la familia que había viajado con 
intenciones de ir a Serbia y fue retenida en el aeropuerto de Estambul. 


Nos había llegado la información -como hay contacto cotidiano con las familias- de que existía la posibilidad 
de manifestación, y nosotros intentamos desalentarlas. Les dijimos que era absolutamente legítimo que 
reclamaran, que lo hicieran públicamente, que tenían todo el derecho de expresión y de manifestación, pero 
creíamos que iba a ser contraproducente, que eso iba a generar tensión, sobre todo a nivel de la opinión 
pública, a nivel de población. La población es un factor fundamental en esto, en la medida en que hay que 
evitar toda forma de discriminación, de xenofobia, de señalización, de estigmatización. 


Creo que si bien el episodio de la plaza fue muy importante, absolutamente relevante en ese sentido, las 
manifestaciones de rechazo y de xenofobia no fueron tan fuertes; yo tenía mayor temor en ese terreno. Si 
bien las hubo, por algunas personas aisladas, no se generó un movimiento de rechazos, sin embargo, tuvo 
repercusiones. 


Quince días después de la charla con las cuatro familias en las oficinas de la Secretaría, las cinco familias 
estaban en la plaza. Intentamos negociar todo lo posible para evitar esa situación -nos preocupaba 
particularmente la situación de los niños- y logramos desmovilizarla, pero eso deja secuelas de polarización, 
de dificultades de diálogo, y una sensación en la población de cierta duda: “¿Qué está pasando aquí? A estas 
personas se les ha dado todo”. No lo digo yo; no estoy afirmando eso, pero me da la sensación de que buena 
parte de la población reaccionó diciendo: “Se les ha facilitado todo, y hay una especie de mal agradecimiento 
de estas personas”. Eso realmente nos condiciona, porque nos dificulta el diálogo con la población pero, 
además, nos dificulta en términos muy materiales. Una dificultad central que tenemos hoy son las 
oportunidades laborales de los integrantes de las cinco familias que hoy están radicados, que están en edad 
laboral y tienen condiciones para trabajar. 


El hecho de que se genere un estado de opinión pública de: “Pero, con esta gente”, de cierta incomodidad, 
provoca que las oportunidades laborales disminuyan. Concretamente, solicitamos algunas posibilidades 
laborales a algún comercio de grandes áreas, y la respuesta fue no, y no porque no necesitaran mano de obra 
sino porque se trataba de estas personas. Precisamente, en tiempos recientes habían tomado hasta veinte 
personas, pero la respuesta fue: “No, porque no confiamos en que estas personas no nos generen problemas”. 
Eso también es entendible de parte de los empresarios que dicen: “¿Por qué me voy a comprar un 
problema?”. Estas cosas pasan, pero es cierto que hoy realmente tenemos un problema de oportunidades 
laborales para cuatro, cinco o seis personas dentro del contingente de cuarenta y cuatro. Necesitamos que 
ingresen al mercado de trabajo no solo por razones económicas y de ingreso, sino de inserción social. Para 
todos nosotros el trabajo sigue siendo nuestra política fundamental de inserción social, sean sirios u orientales 
-por supuesto, no debemos olvidar el idioma, vinculaciones, etcétera-, y en ese sentido estamos teniendo 
dificultades porque no encontramos oportunidades laborales, en algunos casos, por inhabilidades de los 
solicitantes; estoy pensando, en particular, en dos señoras de estas familias, que tienen enormes dificultades 
por carecer de historia laboral, por no tener una cultura de trabajo, por poseer una bajísima calificación - 
analfabetismo, no solo en español, sino en árabe-, lo que sin duda genera problemas en las posibilidades de 
inserción de trabajo, en un mercado que tiene sus dificultades. En este sentido, tenemos un problema serio. 


Este es un motivo fundamental para advertir que vayamos despacio, que no traigamos setenta personas más si 
no podemos resolver esto que es absolutamente clave, porque la posibilidad real de que estas personas logren 
autonomía depende de sus posibilidades de inserción laboral. 


No pasa lo mismo con los más chicos, porque dependen de su inserción en los centros de estudio, y ahí el 
desarrollo es muy bueno, en algunos casos es realmente excelente. En algunos casos los procesos de 
inserción de los chiquilines en edad escolar y en la primera etapa liceal son excepcionales, inclusive, de 
muchachos de veinte años que están estudiando a nivel universitario o preuniversitario, por becas de 
institutos privados, particularmente -lo quiero destacar-, del Instituto Crandon, que ha becado a dos 
muchachos de una de las familias para hacer estudios empresariales. Y los muchachos responden muy bien 


Uno de estos muchachos tiene un trabajo medianamente estable y el otro no tiene, lo que implica quedarse en 
la casa sin nada hacer, y que genera enormes dificultades en términos emocionales y de inserción. Por eso, 
reitero, para nosotros el trabajo es central. 


Por estos motivos, se condiciona muchísimo la venida de un segundo contingente; sería una irresponsabilidad 
si no podemos avanzar en este sentido 


Es muy claro que el deseo de salir del país que manifestaron algunos integrantes de las familias ha bajado. 
Algunas familias hicieron el click de que se van a quedar acá toda su vida, de que difícilmente volverán a 
Siria, al Líbano o a un tercer país. Concretamente, hay una familia a la que claramente le cayó la ficha de que 
la vida es aquí; sus hijos están muy bien insertados en la escuela; tenemos dificultades laborales con algunos 
adultos de esa familia, y eso se tradujo en “está claro que vamos a vivir aquí y queremos realmente llevar 
adelante un emprendimiento” 


De hecho, con esta familia en particular, estamos buscando un emprendimiento con la organización civil 
Sociedad Libanesa, que realmente alienta. Venimos trabajando bien para concretarlo, con una fuerte 
colaboración de la Intendencia de Montevideo. 


El proceso de convencimiento de que la vida en el futuro, por lo menos en el mediano plazo, se va a 
desarrollar en Uruguay es desparejo en cada familia. Hay una que hizo el click; creo que otra está empezando 
a convencerse de que “ya está”, de que la idea de viajar y radicarse en otro lado no se va a concretar. 


Hemos tenido dificultades particularmente con el integrante de una familia, que expresó reiteradas veces que 
quería viajar a Jordania porque su está allí y quería visitar a sus parientes. Los ayudamos a hacer trámites 
bastante engorrosos para obtener la visa para viajar a Jordania, que no tiene Embajada en Uruguay y hubo 
que tramitarla en el Consulado de Jordania en Santiago de Chile, con una excepcional colaboración de 
nuestro embajador en Chile-, Rodolfo Camarosano -estará en ese destino hasta el mes de octubre-, quien 
realmente ayudó muchísimo. Finalmente, obtuvimos la visa para Jordania, pero no conseguimos tránsito por 
otros países; Turquía no da visa de tránsito ni tampoco Emiratos Árabes, que tampoco tiene Embajada en 
Uruguay y hubo que negociar con el Consulado en Bogotá para obtener una visa de tránsito, que está en stand 


by. 


Todo esto provocó una dilación enorme en la voluntad de esta señora para visitar a sus familiares -legítima; 
iba con pasaje de ida y vuelta-, pero no se obtuvo la visa de tránsito. Creo que esto también provocó en las 
familias una confirmación de que “sí, realmente es difícil”. 


Lo que pasa es que las familias nos dicen “Pero ustedes son Gobierno, ¿cómo no pueden hacer esto?”. Hay 
una percepción de que el Gobierno puede hacer todo, y realmente las visas de tránsito dependen de terceros 
países y no de la voluntad del Gobierno uruguayo. 


Insisto en que hay familias que empiezan a ver que efectivamente tiene que proyectarse. Hace un año que 
están en Uruguay -llegaron el 9 de octubre de 2014- y recién empiezan a convencerse, aunque hay algunas no 
logran hacer el click de que se quedan en Uruguay. 


Con la familia de Juan Lacaze, que es una familia muy numerosa, tuvimos un incidente muy serio, 
absolutamente serio, no fue nada menor. No fue un intercambio de palabras, sino directas agresiones a 
funcionarios del Programa de Reasentamiento, de la Secretaría de Derechos Humanos y de Acnur, lo que 
motivó que presentáramos denuncia penal al Juzgado de Rosario. No fue un simple conato de un intercambio 
de palabras, una subida de tono, lo que es habitual en los procesos de comprensión y de discusión 
intrafamiliar, sino que pasó a niveles de violencia absolutamente inaceptables. Reitero que fue una agresión 
directa, que motivó que presentáramos la denuncia penal. 


El fiscal del caso no realizó acusación de ningún tipo y el juez archivó la causa. Fue una decisión del Poder 
Judicial, absolutamente legítima -es el órgano competente-; se discutirá si es compartible o no, pero deja una 
sensación. 


Además, esta familia nos planteó un desafío muy fuerte en la interna familiar porque, por un lado, el jefe de 
familia es un hombre con una enorme capacidad de producción -realmente es fantástico verlo trabajar y cómo 
hace producir la tierra; necesita más tierra de la que hemos dispuestos hasta ahora- y, por otro, la mujer 
quiere dejar el país. Ella dice que tiene familiares en Gran Bretaña y se quiere ir, lo que genera una tensión a 
la interna familiar que dificulta el relacionamiento familiar y, obviamente, con los equipos de 
acompañamiento, porque la tensión se refleja rápidamente en “denme solución, denme solución”. Nosotros 
estamos mirando esta situación con mucho cuidado, y nos genera una enorme dificultad porque el incidente 


de octubre -que, insisto, no fue nada menor- provocó tensión. Cada familia tiene un trabajador social y un 
psicólogo que la acompañan regularmente, pero al verse amenazados y agredidos, inclusive físicamente, ¿qué 
trabajador tiene la voluntad de seguir adelante en estas condiciones? Sin duda que este episodio nos 
condiciona. Por supuesto, no vamos a abandonar a esta familia, pero sin duda el diálogo es mucho más tenso, 
distante. 


Con esta familia estamos procurando, en el marco de los acuerdos con el Instituto Nacional de Colonización, 
trasladarla a un predio más importante, en las cercanías de la ciudad de Salto. Hemos dialogado con la 
Intendencia de Salto, y quiero destacar su formidable nivel de colaboración. En Salto hay una chacra del 
Instituto Nacional de Colonización que tendría las condiciones aptas para que se desarrolle esta familia, pero 
otra vez las complicaciones de la interna familiar han enlentecido este proceso de reubicación. El jefe de 
familia quiere radicarse en Salto, ve la oportunidad laboral; el segundo hijo varón, que tiene quince años, 
acompaña al padre, pero el más grande, que tiene veinte, está trabajando bien, con una proyección de trabajo 
importante y no se iría a Salto: y la señora de la familia se resiste. 


Esas son las realidades con las que jugamos, lo que también nos ha aplastado. 


El Instituto Nacional de Colonización ha colaborado excepcionalmente con el programa y ha tenido la mejor 
voluntad, no solo su presidenta sino también el directorio en general, así como los técnicos -hemos estado en 
permanente diálogo con la secretaría, buscando soluciones-, y debo decir exactamente lo mismo del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y de Mevir en particular. Este último ha 
colaborado de manera excepcional, inclusive, en el desarrollo de posibilidades ante la perspectiva de la 
llegada del segundo contingente. 


En la vieja ley de colonización se prevé la colonización con inmigrantes; estas son una de esas cuestiones 
formidables de este país, que gestó una ley con vocación de reforma agraria y que preveía la posibilidad de 
radicación de inmigrantes en predios de colonización. La calidad con que ingresarían a los predios de este 
Instituto las personas refugiadas o reasentadas es exactamente la misma que la de cualquier colono. De esa 
manera se facilita el acceso en virtud de la ley de colonización, pero luego el régimen de sostenimiento es el 
habitual. No soy perito en la materia, pero a los colonos en general se les piden ciertas garantías, pero en el 
caso de los refugiados o reasentados parece difícil que se puedan pedir. Por lo tanto, hay que exonerarlos en 
este sentido y se debe aplazar el término en que se empieza a pagar los cánones, porque hay que permitir el 
desarrollo; no hay redes de contención, pero el acceso parece una excelente opción. 


Es más, ante la venida de un segundo contingente tenemos previsto radicar a estas personas en más de un 
predio de colonización; habíamos visto algunos en Paysandú realmente muy interesantes, con un buen apoyo 
de la Intendencia de ese departamento. También manejamos la posibilidad de colonización en Maldonado, en 
el límite con Canelones; allí hay algún predio de colonización en el marco del proceso que se está llevando 
adelante en Gregorio Aznárez. De paso digo que francamente es un proceso formidable; hay que ver lo que 
ha cambiado Gregorio Aznárez en los últimos tiempos. 


Por supuesto que todo esto siempre pasa por el directorio del Instituto de Colonización y por la formalización 
de los acuerdos. 


Acá hay una atención permanente que pasa, por un lado, por apoyar los procesos de reasentamiento y refugio 
y, por otro, por no generar privilegios que diferencie a los sectores de personas reasentadas o refugiadas de la 
población en general. Si bien es un grupo con una situación especial de vulnerabilidad -lo cual implica tener 
algunas miradas particularizadas-, la idea es que se asemeje lo más posible -y en un futuro se integre 
definitivamente- a los procesos universales y no generar privilegios. Se trata de una atención permanente; 
cuando uno está metido en este tema tiene la tendencia casi paternalista de generar políticas muy focalizadas 
que pueden verse como privilegios. Entonces, uno mismo debe estar regulando el nivel de acompañamiento 
en forma permanente, precisamente, para que no se convierta en un privilegio. 


En ese sentido, en algún medio de prensa se han planteado preocupaciones, que entiendo que son legítimas, 
respecto a si no estaríamos generando situaciones de privilegio. En definitiva, la idea es no generarlas y, 
particularmente en materia de colonización, pretendemos llegar al régimen general de los colonos. 


En cuanto a las prestaciones monetarias y los plazos, como hemos manifestado reiteradamente, cada familia 
reasentada recibe diversos servicios, uno de ellos es la educación en el sistema público, si bien en un caso 


hay una institución privada que solidariamente otorgó becas a dos estudiantes que son universitarios o 
preuniversitarios. Pero en general, todos los niños y adolescentes en edad de escolarización -escuela, liceo, 
escuela técnica- tienen el acceso habitual al sistema público de educación. En este sentido no tenemos 
grandes dificultades y mantenemos un diálogo regular con los centros educativos, por ejemplo, en este 
preciso momento, por todo lo que significa el pasaje de año 


Asimismo, se realiza una evaluación conjunta con los directores de los centros educativos y con los maestros 
sobre la situación de estas personas, y respecto a lo que pasa en su proceso educacional progresivo. 


En materia de salud la cobertura también es la del régimen general de salud pública. Además, con el Sistema 
Nacional Integrado de Salud, en la medida en que van encontrando oportunidades laborales, se integran al 
sistema general, sin mayores dificultades. En la medida en que entran en el ámbito formal de trabajo, algunos 
acceden a centros privados, pero por propia elección porque pueden mantener a los hijos en los centros 
públicos. En definitiva, en materia de salud las dificultades son las que tenemos toda la población, no hay 
nada mayor. 


El terreno en el que efectivamente hemos encontrado dificultades es en el de la búsqueda de oportunidades 
laborales -que yo creo que es absolutamente central-, porque no logramos generar posibilidades de trabajo. 
Hay dos familias que encontraron alternativas de pequeños emprendimientos privados, y no tan pequeños. 
Esta no es la posibilidad más sencilla, pero se ha dado ya sea en emprendimientos agropecuarios -que es el 
caso que mencionaba- como comerciales, que es el que estamos manejando con esa familia tan numerosa de 
la que hoy hablaba. Eso sería realmente excepcional. 


Insisto en que tenemos problemas de calificación de las personas y de cultura de trabajo -hay dos casos en 
particular de dos señoras-, lo que hace dificultoso el ingreso. Pero además de las inhabilidades tenemos 
inhabilitaciones de contexto -esto parece Amartya Sen puro- y efectivamente no hemos logrado que vengan 
ofertas laborales. Hemos contado con apoyos solidarios muy importantes de algunos gestores de instituciones 
privadas -inclusive de la enseñanza- que nos han ayudado en los procesos de inserción. Y quiero mencionar 
especialmente al exlegislador Alem García -quien es un referente de la comunidad árabe en el Uruguay- que 
ha colaborado con una generosidad enorme en la búsqueda de oportunidades laborales. En el día de ayer, él 
mismo me decía: “No se dio la oportunidad a la que habíamos apostado: vamos a seguir trabajando”. 


En fin, tenemos varias dificultades en este sentido, por lo que es preciso reforzar la búsqueda de trabajo para 
estas personas a fin de que logren las primeras oportunidades laborales, que son determinantes en los 
procesos de inserción y sostenimiento de las familias. 


El acompañamiento familiar también tiene que ver con la contención emocional y con los procesos de 
inserción social y su seguimiento. 


¿Por qué hago este largo tránsito? Porque si bien contamos con una partida de transferencias económicas de 
dinero en efectivo, a nivel de los medios de comunicación el tema se ha centrado fundamentalmente en eso, 
cuando el programa no es solo de transferencias económicas. Por supuesto que sí son un tema importante, 
pero no es la única prestación que se hace; está dentro de un marco general de sostenimiento. 


Hay dos partidas económicas: un fondo rotatorio, que es mensual, y un fondo fijo durante dos años que se 
comienza a contar desde el 1* de diciembre de 2014, que es el momento en que se empezó a realizar la 
prestación. Este fondo fijo está calculado por técnicos de la Facultad de Ciencias Económicas y de 
Administración de la Universidad de la República, en función del número de integrantes de la familia, de las 
edades, de la salud, la educación y la alimentación, y sobre dos líneas de pobreza de Montevideo. 


Ese es el piso que se estableció, que da una cifra que en algunos casos está en el orden de los $ 70.000 y en 
otros en $ 36.000. Como dije, esto varía en función del número de integrantes de las familias. 


El fondo fijo no está sujeto a rendición, simplemente es una especie de salario ciudadano, por decirlo de 
alguna manera. Finlandia está viendo la posibilidad de instalar un salario ciudadano parejo para toda la 
población; hay proyectos bien interesantes en este sentido. Esto lo digo tal vez por el placer de dejarlo 
asentado en la versión taquigráfica, porque me gusta la idea de las rentas básicas universales como políticas 
sociales. 


Como decía, ese fondo es fijo; es una especie de salario ciudadano. 


El fondo rotatorio tiene rubros; está destinado a vestimenta, mobiliario del hogar, transporte, comunicaciones 
y esparcimiento. En este caso sí se debe rendir cuentas mensualmente. Se da un fondo, por ejemplo, de 

$ 26.000 -ese debe ser de lo más altos- el primer mes. La familia gasta en los rubros indicados -sin 
distribución específica pero sí dentro de los que están incluidos en el fondo rotatorio- y rinde cuentas con 
facturas. Si, por ejemplo, el fondo es de $ 26.000 y gastó $ 22.000, al mes siguiente se le reintegran los 

$ 22.000, y el fondo vuelve a los $ 26.000. 


El fondo rotatorio dura un año. En este momento se terminó aunque, por una cuestión administrativa, quedó 
una familia. Esta medida nos generó algunos conflictos -no pocos- con las familias, porque implica una 
retracción de dinero importante. 


La filosofía de estos dos fondos es que no pasen apremios económicos en los años en los que se produce el 
proceso de radicación e inserción, pero deben ir notando que la situación va cambiando. En la medida en que 
va pasando el tiempo, se van integrando y deben ser capaces de autosostenerse. Se trata de un proceso de 
autonomización y no de vivir eternamente a expensas de los fondos públicos. 


Como dije, el fondo rotatorio se retiró y, por supuesto, algunos patalearon; es entendible porque implica una 
pérdida de ingresos. 


El fondo fijo se retirará en diciembre del año que viene. Por eso la inserción laboral es fundamental; 
esperamos que puedan autosustentarse. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Agradezco mucho al doctor Miranda por todas las respuestas que ha dado; 
como es habitual, no se ha guardado nada. Sin ninguna duda, ha sido absolutamente transparente y 
minucioso en cuanto a proporcionar los datos que ilustran la situación que motiva el análisis de la 
Comisión en la mañana de hoy. 


En principio, voy a hacer una reflexión de carácter general 


De acuerdo con el relato que el doctor Miranda ha realizado mi percepción -lo digo con toda sinceridad- es 
que dadas las circunstancias y en función del desarrollo que este programa ha tenido a raíz de los 
acontecimientos que lo han pautado, el Gobierno ha actuado criteriosamente y con la debida cautela. 


El doctor Miranda ha sido muy cauto a la hora de definir el verbo “nuclear” en cuanto a cuál es el estado de 
situación del programa, fundamentalmente, con relación al segundo contingente. Utilizó el verbo “aplazar”; 
está claro que no significa cancelar definitivamente. Sin embargo, tengo la impresión -porque esto hay que 
verlo a luz del contexto internacional y de los datos internos referidos a las primeras familias, como decía 
Javier- de que ese aplazamiento introduce, por lo menos, un elemento de relativización de la llegada del 
segundo contingente. Me refiero a que tendrá que cambiar la coyuntura internacional y la realidad de los que 
están ahora -es decir, avanzar significativamente en su proceso de inserción-, para que el Gobierno se 
replantee la llegada de ese segundo contingente. Aclaro que estoy tratando de analizar la situación con 
criterio lógico y con sentido común. 


Por otra parte, no hay que perder la perspectiva de un elemento que se nos trasmitió: esta situación ya le fue 
comunicada a Acnur. Según se dijo, el organismo está trabajando en la eventualidad de que estas familias, 
que habían sido preseleccionadas, tengan un destino diferente. Si Acnur avanza en esa dirección, el escenario 
será diferente. No sabemos cuánto puede llevar ese proceso, pero tal vez dentro de un tiempo Naciones 
Unidas haya ubicado a estas familias en otro destino. Si se diera esta circunstancia, ¿el Gobierno se plantearía 
-probablemente hoy no se tenga la respuesta- la posibilidad de definir un contingente nuevo y distinto al 
anterior, o en virtud de la experiencia vivida y de las dificultades que claramente se han tenido que enfrentar 
se daría por concluido este programa en esta etapa y se administraría la presencia de estas cinco familias 
sirias que, como decía el doctor Miranda, paulatinamente van asumiendo que su destino es Uruguay y que 
van a tener pocas posibilidades de emigrar? 


Formulo esta pregunta al doctor Miranda quien, como he dicho, ha sido por demás prolífico en las 
explicaciones. 


También voy a formular una pregunta sobre las prestaciones monetarias. Este tema es particularmente 
delicado. Yo no juzgo, no actúo irresponsablemente ni quiero emitir una opinión apresurada con relación a 
eso. Estoy seguro de que el doctor Miranda coincidirá conmigo en que estos son, precisamente, los asuntos 
que generan más sensibilidad popular. Recién hizo referencia a las manifestaciones ciudadanas en términos 
de las diferencias que hay entre el apoyo que el Estado le brinda a estas familias y las prestaciones que da a 
los uruguayos de a pie. Si comparamos estos niveles con los ingresos medios de los uruguayos, vemos que 
son altos. Como señaló Javier, están definidos en función de determinados parámetros. Me interesaría saber 
cuál es la relación entre la definición del ingreso del fondo fijo y el número de componentes del núcleo 
familiar. Es decir, ¿cuántos hijos tiene una familia que recibe $ 36.000? ¿Cómo está compuesta la familia que 
recibe $ 70.000? Este dato podría ayudarnos a entender el alcance de esta expresión monetaria. 


Finalmente, voy a hacer una pregunta que Javier podrá o no responder, ya que tiene que ver con refugiados 
sirios pero no con el programa de reasentamiento de las familias; no sé si la Secretaría de Derechos Humanos 
ha tenido intervención en este asunto. 


La semana pasada, con mucha notoriedad, se trasmitió en los medios la noticia de que habían sido detenidos 
dos o tres sirios que habrían ingresado al país con documentación falsa. No sé muy bien cuál es su situación 
ahora. Tal vez el doctor Miranda tenga información al respecto. Si no la tiene, no hay ningún inconveniente. 


SEÑOR MIRANDA (Javier).- Empiezo por responder la última pregunta: la Secretaría no ha 
participado en este asunto. De todos modos, les comento que esta situación es preocupante. No es la 
primera vez que sucede esto ni va a ser la última. Por eso hablaba de los protocolos de actuación y del 
marco de la política en general. 


Brasil ha desarrollado un proceso de visas humanitarias, que implica la llegada de centenes de miles de 
migrantes a ese país. Esta situación empieza a desbordar las fronteras de Brasil, lo cual es entendible. Hace 
poco tiempo estuve en Paraguay y supe que la cancillería está muy preocupada por este tema. Somos países 
estables así que se van a generar estos flujos y se va a dar el fenómeno de que vengan con documentos falsos. 
Hace un tiempo tuvimos un incidente: dos adultos y un adolescente de 12 años entraron con pasaporte falso 
desde Brasil y salían por el Aeropuerto Internacional de Carrasco rumbo a Alemania cuando fueron 
detenidos, con tan buen éxito, que motivó un procesamiento con prisión -insisto, con prisión- de los dos 
adultos y, en consecuencia, la institucionalización del niño. Esta fue una decisión de un juez letrado de la 
República que entiende que hay delito, que no hay estado de necesidad que enerve la ilicitud y que, además, 
hay una alarma pública que motiva que se prive de libertad por portación de documentos falsos, y como 
consecuencia de ello un niño de 12 años queda sin sus vínculos familiares. 


Hay un tema de cultura de la migración o refugio que la tenemos que adoptar todos, los que estamos en la 
gestión pública, sea a nivel parlamentario o a nivel Ejecutivo, pero también a nivel de los demás Poderes. 
Esto se va a reiterar porque es natural; una persona necesitada pasa una frontera seca caminando y por 
supuesto que si tiene la oportunidad de comparar un pasaporte falso, lo va a hacer. Es preocupante esta 
situación. Creo que ahí hay que profundizar el diálogo. 


Es claro que soy muy crítico con lo que estoy diciendo en cuanto a lo que fue la actuación de un Poder del 
Estado que legítimamente resolvió eso. No pongo en cuestión la competencia para resolverlo, en absoluto; 
simplemente, no comparto la decisión que se tomó, que ni siquiera es ajustada a derecho y socialmente 
inadecuada; pero fue legítimamente resuelta. 


En definitiva, no sé qué pasó con esa gente. 


En cuanto a las prestaciones monetarias por número de contingentes, no tengo la apreciación del cálculo, la 
paramétrica para la determinación. Puedo decir que una familia de seis personas -en este momento tenemos 
tres familias de ese tipo- recibe unos $ 36.000 y ese monto de $ 70.000 es para familias de diez o más 
integrantes. Nosotros pusimos un techo en diez o más integrantes. No solo depende del número de 
integrantes, sino de las edades de los mismos. Es muy importante la variable edad porque es un problema de 
oportunidad de trabajo y necesidades. No es lo mismo una familia donde hay tres adolescentes de veinte, 
veintiuno y dieciocho años, además del matrimonio, donde cinco tienen posibilidades de salir a trabajar, que 
una familia de seis personas, donde los niños tienen menos de un año -como es el caso de una de las familias 
donde hay un año nacido en Uruguay- y otros dos pequeños. Son distintas las situaciones. 


Respecto a la primera pregunta, es valorativa, y la respuesta también, necesariamente. El Poder Ejecutivo no 
es una unidad, tenemos pensamientos distintos. Si a mí me dejaran, yo abro este país a la inmigración, al 
refugio, al reasentamiento pero son concepciones personales de lo que uno cree que valdría la pena hacer en 
este país. Uruguay necesita que venga gente de afuera que nos oxigene, volver a la tradición del país que 
construyeron en buena medida los inmigrantes y que nos hizo un país cosmopolita, pujante. Claramente, 
incluso dentro del Gobierno, hay posiciones que no sostienen esto y en la población también. Y somos reflejo 
de esa realidad. Este no es un problema ideológico, sí lo es el tema del país solidario, del país abierto, del 
país de acogida. Creo que Uruguay debería llevar adelante, por razones ético- políticas, una política de 
migración y en particular de refugio y reasentamiento como país solidario. Esto lo debería hacer por razones 
ético- políticas, pero también por razones económicas y de posicionamiento político de nuestro país en el 
contexto internacional. 


Una de las cosas que me duele en lo personal -hablo a título personal- de aplazar la venida del segundo 
contingente es no poder seguir mandando ese mensaje fuerte, en el que un pequeño país se plantaba en el 
concierto internacional y decía: somos un pequeño país, con nuestras limitaciones y en la medida de nuestras 
posibilidades, abrimos puertas. Quizá eran puertas reducidas, limitadas, para que entraran ciento veinte 
personas, que no es nada en cuatro millones de refugiados, pero tiene una enorme potencia simbólica y 
convoca a otros países. Eso hoy dolorosamente hay que decir que no lo vamos a seguir haciendo y no sé 
hasta cuando. Espero que retomemos. Por eso ponía esta decisión de aplazamiento en el contexto de la 
revisión de la política general de reasentamiento y refugio en Uruguay. 


Espero, y así lo hemos conversado con el ministro de Relaciones Exteriores y con el prosecretario de la 
Presidencia de la República, que no sea un “se terminó, nunca más”. Esto exige mirar la situación, no solo de 
de las cinco familias sirias que hoy están radicadas, sino también de las siete que en su momento 
entrevistamos en Beirut; me duele porque hablé directamente con ellas y hoy tengo que decirles que busquen 
otro destino, y que Acnur los va a ayudar a hacerlo. 


Nosotros le planteamos a Acnur la posibilidad de que no fueran las siete familias originalmente seleccionadas 
las que vinieran; una de las dificultades más grandes que hemos tenido se debe a las composiciones 
familiares y el número de integrantes. Es difícil, aunque no imposible, los procesos de inserción de familias 
grandes de catorce integrantes, sobre todo en contextos ciudadanos. Acá cobra relevancia lo que decía el ex 
presidente de la República de traer gente vinculada a la producción agropecuaria. Realmente, a través del 
Instituto Nacional de Colonización y de las experiencias de desarrollo productivo en Uruguay es posible 
radicar gente en el interior del país en emprendimientos productivos, particularmente de Colonización. 
Entonces, planteamos a Acnur que nos gustaría revisar el número de integrantes y los perfiles de quienes 
vienen, a lo cual nos contestó que sí. En algún diálogo que mantuvimos con el Gobierno de Estados Unidos, 
nos decía que realmente las familias que iban a venir a Uruguay resultaban de una complejidad enorme, 
incluso para ellos, y estamos hablando de una potencia mundial, con un programa de reasentamiento bien 
distinto al nuestro, con fuerte apoyo de la sociedad civil y con un período de inserción muy pragmático: tres 
meses y después arreglate. 


Reitero: la respuesta concreta no es un “se terminó acá, nunca más”, pero sin duda es un aplazamiento sin 
fecha y en un marco de mirada de la política general con algunas vocaciones de “valdría la pena seguir 
ensayándola”. SEÑRO VIERA (Nicolás).- Las consideraciones realizadas por el diputado Abdala me 
representan, porque él siempre se ha manejado en esos términos aquí, y en la Comisión de Derechos 
Humanos que también integramos, junto con la diputada Mercedes Santalla. 


Simplemente, quiero dejar un mensaje que me parece que ha sido transversal en lo que ha manifestado 
Miranda y que tiene relación directa con la solidaridad histórica de nuestro pueblo. Sin lugar a dudas, algunos 
hechos puntuales que ocurrieron en el departamento de Colonia y, precisamente, en la ciudad de Juan Lacaze 
-que ha narrado muy bien, en detalle, el doctor Miranda- han dado, de alguna forma, vuelta aquel cien por 
cien de optimismo con que la ciudadanía veía el reasentamiento de estas familias en esa pequeña comunidad. 
No obstante eso, hay situaciones que se valoran, porque desde lo cotidiano, quienes vivimos en el territorio 
somos conscientes del avance significativo que ha tenido esa familia en concreto en cuanto a la inserción 
social, a la inserción de los niños y adolescentes en el sistema educativo y a la inserción de los adultos en los 
sistemas locales de comercialización de lo que producen. Entonces, hay una situación de dos puntas. Por un 
lado, sentimos un poco de dolor por la actitud violenta de un hecho puntual que puso a la ciudad y al 


departamento en la tapa de todos los diarios pero, por otro, debemos valorar que, de alguna forma, a su modo, 
teniendo en cuenta las diferentes cuestiones culturales, dentro de lo posible, se ha dado esa unidad. 


Por otra parte, creo que esto nos ayuda -como bien decía hoy el señor diputado Abdala- a tener de primera 
mano la opinión oficial de la Presidencia de la República, en cuanto a cuál es el destino o cuáles son los 
pasos de este programa en función de una posible llegada del segundo contingente. 


Creo que hay una definición política responsable y clara, más allá de que hay situaciones de deseo -como 
bien decía el doctor Miranda- en cuanto a que queremos que sigan viniendo, pero lo responsable es 
determinar que tenemos otras cuestiones sociales que resguardar, porque somos parte de una sociedad distinta 
de la de quienes ingresan al país, y que eso también vale 


Quiero agradecer al doctor Miranda por estar hoy aquí y por estar siempre a la orden para responder, porque 
estas instancias son sumamente importantes y forman parte del contralor parlamentario sobre la gestión del 
Poder Ejecutivo y de diferentes órdenes de gobierno. 


Mi pregunta concreta refiere a lo siguiente. Cuando se hablaba de la relación con la Comisión de Refugiados, 
mi duda es si la Secretaría de Presidencia de la República está dialogando con dicha Comisión, a los efectos 
de generar esos protocolos de acción o para rever, en conjunto, la operativa de la política de refugiados en el 
Uruguay. Quizás las dos cuestiones se aten, pero me gustaría tenerlo claro. 


SEÑOR MIRANDA (Javier).- Sí, en el caso puntual de la familia radicada en Juan Lacaze, hemos 
compartido las alegrías y también las dificultades. 


Coincido absolutamente en la reinserción de esta familia en Juan Lacaze, lugar que -lo digo para dejar 
constancia, pero todo el mundo lo sabe- se ha portado formidablemente bien. Cuando pensamos en que Juan 
Lacaze era un buen lugar para radicar una o más familias -pensamos en que fueran más-, apostamos a esa 
tradición lacazina de solidaridad y, efectivamente, respondió. El apoyo que ha encontrado esta familia, 
inclusive, con dificultades, en la comunidad de Juan Lacaze, ha sido formidable, y la inserción, sobre todo de 
esos gurises, en las escuelas de Juan Lacaze, ha sido realmente muy buena. 


Sobre la pregunta en concreto, la Comisión de Refugiados es un órgano creado por la ley de refugio del año 
2007, que está presidida por el Ministerio de Relaciones Exteriores y está integrada también por la Dirección 
Nacional de Migración del Ministerio del Interior. Esa es la representación del Poder Ejecutivo, pero también 
la integra un representante del Poder Legislativo, uno de la sociedad civil, uno de la Universidad de la 
República y el ejecutor de los programas de Acnur en el Uruguay. Esa es la composición de la 
institucionalidad, que no solo ejecuta la política de refugio, sino que tiene a su cargo la política de refugio 


Tengo la mejor opinión de la actuación de la CORE -Comisión de Refugiados- hasta hoy. Creo que han 
desarrollado un trabajo excepcional, no solo en estos últimos años, sino en un Uruguay que tiene en este 
momento unos doscientos refugiados. Sin embargo, francamente, creo que hay que revisar un órgano de esa 
magnitud y con esa participación del Poder Ejecutivo, sobre todo en la ejecución de la política. Por eso hacía 
tanto hincapié en los protocolos. 


¿Cuáles son los problemas centrales de un refugiado o de un reasentado? Trabajo, vivienda, salud y 
educación. Es bastante parecido a lo que nos pasa a casi todos, ¿no? ¿Quién ejecuta esas políticas y quién 
tiene capacidad de realmente mover la ejecución de esas políticas? Entonces, creo que hay que revisar la 
institucionalidad de la ejecución de la política. Es una política pública que la conduce el Poder Ejecutivo. 
Uno podrá discutir si le gusta más o menos lo que hace el Poder Ejecutivo, pero no hay duda de que la 
función del Gobierno es gobernar. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Está claro que esa revisión tiene un componente operativo fundamental y 
de definición de políticas y de protocolos. ¿Incluiría, eventualmente, ajustes normativos o legislativos a 
la ley del año 2007? 


SEÑOR MIRANDA (Javier).- Sí, seguramente, sobre todo en materia de institucionalidad, pero otra 
vez quiero ser muy cauto, porque no quiero pegar a la CORE que, insisto, creo que ha hecho un 
trabajo excepcional en todos estos años. Lo que me parece es que no está ajustada a las necesidades de 


ejecución y al pienso de la política. Entonces, con la CORE estamos trabajando los ajustes legislativos. 
Insisto, creo que los términos de enunciación de principios no serán el tema central, porque la ley 
uruguaya es realmente buena. El problema es, básicamente, operativo y de conducción política. 
Realmente hay un pienso en política de refugio. Por eso, además, es necesario que se traduzca en 
términos presupuestales. Ayer aprobaron el presupuesto para el próximo quinquenio. No hay política 
pública sin ajustes presupuestales y hay que medir la capacidad presupuestal que tenemos. 


Entonces, ¿hoy cómo se viene trabajando? Se viene trabajando en la Secretaría de Derechos Humanos con el 
Ministerio de Desarrollo Social, que es un actor clave en este cuento, y la Cancillería, en particular con la 
Dirección de Derechos Humanos y de Derecho Internacional Humanitario, conformando un equipo de 
conducción que convoca, en particular a Acnur -que tiene experiencia acumulada- y a la CORE, a un espacio 
de revisión un poco más amplio. ¿Por qué Acnur y CORE son fundamentales? Porque son los que tienen la 
experiencia acumulada. No podemos inventar el paraguas, porque ya se inventó. Y vamos sumando a otros 
actores. Tenemos desarrollada una metodología de trabajo para hacerlo eficiente porque, si no, terminamos 
generando comisiones y comisiones. Pero necesitamos un proceso de revisión legislativa, no en las grandes 
líneas -porque, insisto, creo que sigue siendo una muy buena ley- pero sí en términos operativos. 


En cuanto a lo que mencionaba recién el señor diputado Viera, ese proceso se está haciendo conjuntamente 
con la CORE y, en particular, con el Ministerio de Desarrollo Social. 


SEÑOR CARRASCO BRIOZZO (Andrés).- Quiero agradecer la presencia del doctor Miranda en la 
comisión, así como también la claridad de su intervención y de las preguntas efectuadas, que nos 
dieron un panorama muy amplio y acabado de cómo se viene trabajando a nivel de la Secretaría en el 
tema de los refugiados sirios, pero me quedaron algunas dudas, que quisiera plantear para saber qué 
piensa al respecto. 


El doctor Miranda mencionó que de las cinco familias una ya ha hecho el clic que se pretende y otras estaban 
en proceso, cerca de llegar a él. Entendemos que ese es el gran objetivo que se plantea cuando se trae a estos 
refugiados. Entonces, la pregunta que me surge es qué plazo plantea la Secretaría para este seguimiento o 
acompañamiento no solamente en el aspecto económico sino en la inserción de estas familias. 


Por otra parte, entendemos que familias de este tipo, con una cultura tan diferente a la nuestra, necesitan una 
evaluación por parte de la Secretaría en cuanto a cómo es su inserción social y cultural, más allá de los 
aspectos laborales o educativos. Por ese motivo querría saber cuál es la evaluación que se hace en ese 
sentido. 


SEÑOR MIRANDA (Javier).- Respecto a los plazos para la inserción podemos decir que la 
integralidad del programa y su proceso de acompañamiento está previsto a dos años. Estas familias 
llegaron a Uruguay el 9 de octubre de 2014, por lo que el acompañamiento sería hasta octubre de 2016. 
Teniendo en cuenta que hay un desfase en las prestaciones seguramente se va a extender hasta el 31 de 
diciembre de 2016, por lo que tenemos un año por delante. 


En cuanto al proceso de inserción diría que en este momento estamos en un punto de clivaje. Por lo que 
decíamos en cuanto a este clic, es natural que se esté dando en este proceso. Las expectativas que podían 
traer las familias e inclusive las que teníamos desde el programa hoy se han contrastado fuertemente con la 
realidad, en lo bueno y en lo malo; estamos en un momento de cambio de cabeza, unos y otros, en cuanto a 
cómo se va a dar el proceso y cuáles son las perspectivas a futuro. En esa planificación pensamos que el 
primer semestre de 2016 será clave para lograr los niveles de inserción. Por eso he hecho tanto hincapié en el 
tema laboral, pensando que el último trimestre del programa ya apunta a un proceso de autonomización casi 
total. Este es un proceso de autonomía progresiva; se busca que estas personas sean autónomas y se inserten. 
Por supuesto que van a tener dificultades luego de que cierre el programa, pero se trata de que adquieran las 
mejores condiciones para volar solos, por decirlo de alguna manera. Prevemos que el último trimestre del 
programa puedan lograr un vuelo totalmente autónomo. 


Obviamente, va a haber dificultades y distintos grados de inserción. En particular, en una familia estamos 
preocupados por la composición familiar y por las habilidades de la jefa de familia y estamos buscando 
alternativas porque creemos que en ese caso vamos a tener serias dificultades. 


Reitero que esta es la idea que tenemos: un año más de acompañamiento del programa con dos etapas. Los 
primeros seis meses del año se intensificarán los procesos de autonomización y el último trimestre será de 
mayor desprendimiento para lograr más autonomía. Nos jugamos mucho en ese primer semestre, sobre todo 
en el terreno del trabajo. 


En cuanto a los problemas culturales creo que los medios de comunicación han exacerbado mucho las 
diferencias culturales. Como dije en la Comisión de Derechos Humanos de esta Cámara -seguramente el 
señor diputado Abdala lo recuerde-, hay mucha mayor distancia cultural entre una de las familias que viene 
de la ciudad de Alepo y otra que viene del medio rural sirio, de la que puedo tener yo con la que viene de 
Alepo. Creo que se ha magnificado el tema. Ha habido un prejuicio, no en términos despectivos sino como 
un juicio previo, en cuanto a la distancia cultural que nos condiciona más a nosotros. 


Un fenómeno que podría haber aparecido, que es el religioso, no ha sido determinante en la inserción de estas 
personas. Algunos de ellos han participado en ceremonias religiosas pero con total naturalidad. 


Hay una distancia seria que es la del idioma, que es un tema enorme, especialmente para los adultos. Los 
niños juegan al fútbol y dicen “che, bo”. El picadito que se hizo en la Plaza Independencia en el momento de 
la ocupación se inició por niños sirios en el más puro uruguayo, diciendo: “Pasala, bo”, y después se 
integraron otros niños. 


El tema cultural se puede ver fundamentalmente en las dificultades de inserción de la mujer por temas de 
preparación cultural, alfabetización e inserción en el mercado de trabajo en su origen. Esos sí son fenómenos 
culturales absolutamente serios, en los que encontramos fuertes dificultades. En el hecho de que logremos 
que realmente la mujer acepte o le permitan integrarse al mercado de trabajo y aproveche las oportunidades 
educativas, en particular de la lengua, y logre trascender más allá de la relación de cuidados intrafamiliares, 
ahí sí hay una distancia cultural, que es la misma del Uruguay de 1965 con el de 2015. 


Por otra parte, en términos alimenticios ellos se revuelven. No hemos tenidos problemas serios por dietas. 


Hay alguna diferencia cultural en el tema de la salud, especialmente en alguna familia, incluso por el 
contexto social. Permítaseme un exabrupto: la clase social sigue siendo una variable absolutamente necesaria 
para el análisis de esa sociedad. Por razones sociales la concepción de medicina preventiva nos ha costado en 
alguna familia en particular. El hecho de que se hagan controles periódicos, que accedan a los centros de 
salud y se vacunen requiere un trabajo, pero insisto en que no tiene que ver con la nacionalidad sino con la 
cultura de prevención. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quisiera hacer una pregunta en relación a este último tema relacionado con 
la vulnerabilidad de la mujer y la cuestión cultural que tiene que ver con su situación en estas familias. 
Me gustaría saber si ha habido iniciativas concretas en el marco del programa o con la colaboración de 
la institucionalidad específica que tenemos en el país, apuntando a acompañar esa situación e intentar 
mejorarla. 


SEÑOR MIRANDA (Javier).- Ha habido una mirada específica sobre la situación de la mujer, 
especialmente sobre la de la mujer adulta, porque es la que notoriamente tiene más dificultades de 
integración. 


No quiero manejar nombres -aunque en privado lo podría hacer- y, además, está claro que no es eso lo que se 
me pide, pero como se trata de muy poca gente cuando hablo con ustedes estoy viendo la cara de cada uno de 
ellos porque inclusive uno desarrolló un cierto vínculo y podría relatar el caso de cada una de las mujeres. 
Con algunas hemos tenido dificultades en el aprendizaje del español, por lo que generamos un programa 
especial de educación en español para ellas, porque aquel primer período de ocho semanas cuando apenas se 
instalaron -que luego continuó en los meses de diciembre y enero y unos días de febrero de este año- fue 
aprovechado realmente muy bien por los niños y jóvenes, por los varones adultos un poco menos, pero por 
las mujeres adultas notoriamente mucho menos. Entonces, generamos un mecanismo especial de educación 
en español para esas mujeres, lo que no estuvo exento de dificultades por las posibilidades de acceder, porque 
esos son cursos particulares en las casas e ingresar a la casa genera dificultades en la dinámica familiar. De 
esa manera se avanzó, aunque no todo lo que uno hubiera querido. 


En cuanto a la inserción laboral me viene a la mente el caso de una familia en particular en la que la jefa de 
hogar tiene una enorme capacidad de conducción de la familia y en base a la evaluación que hicimos con los 
trabajadores sociales y las psicólogas se concluyó que hay que potenciar esa capacidad, porque es la que lleva 
los pantalones -por decirlo groseramente- y hay que alentar eso. 


Estamos en ese proceso. Estamos viendo un emprendimiento entre esta familia y la sociedad libanesa; esto es 
sumamente interesante. 


Por otro lado, hay una situación de una mujer jefa de hogar, que es absolutamente crítica. Se trata de una 
mujer sola, viuda, que no tiene experiencia de trabajo en origen y es analfabeta en español y en árabe. Esto 
nos preocupa enormemente. 


Esta familia se encuentra en una situación de vulnerabilidad sumamente seria. La jefa de hogar tiene 
problemas de salud importantes. La dinámica de la familia es muy compleja y las opciones estatales no son 
las mejores, porque implican institucionalizaciones y no es lo deseable en la construcción de contextos 
familiares. Estamos absolutamente preocupados. 


Esta situación requiere una mirada particularizada. Realmente, se desprende de las de otras familias. No 
quiero dar más detalles porque hay versión taquigráfica. Esto es casi un pedido de auxilio. Hemos hablado 
directamente con la Iglesia Católica. Estuve reunido con el arzobispo de Montevideo, cardenal Sturla. 
Además, mantuve diálogo con la Iglesia Anglicana y tengo previsto hablar con la Iglesia Metodista. Estoy 
pensando seriamente en hablar con la comunidad árabe en el Chuy. Este tema necesita un cobijo especial. Me 
tiene angustiado. La situación no se soluciona con transferencia monetaria ni con acompañamiento de 
psicólogo o trabajador social dos o tres veces a la semana ni con encontrar ofertas de trabajo. La señora tuvo 
tres oportunidades laborales y no las pudo sostener. Es una situación realmente crítica. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la presencia del doctor Miranda y manifestamos el interés en 
conversar sobre esta situación, sin versión taquigráfica. 


(Se retira de sala el doctor Javier Miranda) 


Estamos cerrando el año de trabajo en la Comisión con buenos resultados en lo que hace a los proyectos 
que hemos tenido a estudio. Agradezco el trabajo de la secretaria y de la prosecretaria, quienes realmente han 
colaborado mucho en todo momento, así como el del resto de los funcionarios que nos han asistido sesión a 
sesión. Les deseo que terminen bien este año y que comiencen un año mejor. Destaco el clima de trabajo. 
Agradezco a los señores diputados de todos los partidos; realmente, ha sido un placer trabajar con ellos. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Como representantes del Partido Nacional -hablo en ni nombre, en el de la 
señora diputada Tassano y en el de los legisladores que no están presentes, integrantes de mi partido en 
esta Comisión- agradecemos a la señora presidenta por haber ejercido la Presidencia con ecuanimidad 
y prudencia, facilitando el trabajo parlamentario a todos los que integramos esta Comisión. 
Realmente, ha cumplido una gran labor. Comparto la valoración en cuanto a que cerramos un año en 
el que -más allá de coincidencias o discrepancias- hemos sido capaces de encontrar acuerdos en algunos 
temas. Eso es muy satisfactorio desde el punto de vista de la labor legislativa. 


La felicitamos porque ha sido la responsable de que eso haya sido posible. Todos hemos contribuido en la 
misma dirección. 


Esto no debe tener un tono de despedida porque en el Período pasado las Presidencias de la Comisión 
Especial de Población y Desarrollo se renovaron en oportunidades distintas a las de las comisiones 
permanentes. De hecho, la señora presidenta asumió recién a mitad de año. No propongo la prórroga de su 
mandato, pero tendremos la suerte de contar con ella en la presidencia un tiempo más. No quiero cometer una 
infidencia; lo hablaremos con los coordinadores cuando comience el próximo Período Legislativo. 


SEÑOR VIERA (Nicolás).- En nombre de los legisladores del Frente Amplio que concurrimos a esta 
Comisión, queremos hacer una reflexión del cierre de año. Nos parece oportuno hacerlo porque el 
trabajo que ha realizado esta Comisión ha sido excepcional en el sentido de que hemos logrado 


acuerdos en proyectos de ley que han sido muy importantes, tanto para el gobierno como para la 
sociedad. Estas iniciativas son el comienzo de procesos, tanto la del Sistema Nacional de Cuidados 
como la del Instituto de Inclusión Social Adolescente. Eso hace que renovemos la proyección del 
trabajo. 


No caben dudas de que hemos encontrado eco en nuestras inquietudes, en los acuerdos y en los 
desencuentros, tanto en los legisladores del Partido Nacional, como en los del Partido Colorado y en los del 
Partido Independiente. Nos enorgullece contar con esta presidenta porque representa fielmente a esta 
bancada. 


También agradezco a todos los funcionarios que se relacionan con nosotros en esta Comisión, en especial a la 
secretaria y a la prosecretaria que siempre dan su aporte. 


Renovamos el compromiso para el año venidero. 


SEÑOR CARRASCO (Andrés).- Soy suplente del señor diputado Heriberto Sosa. Concurrí a dos 
sesiones de la Comisión y siempre me han trasmitido un buen clima de trabajo y una buena disposición 
en los temas sociales, tan sensibles para todos los partidos y para el país en general. Es bueno todo lo 
que se ha hecho. Seguiré colaborando cuando me toque. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Muchas gracias. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


